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1.2 LA GARANTÍA DEL DEBIDO PROCESO Y
EL PLAZO RAZONABLE DE SU SUSTANCIACIÓN
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Profesor Titular de Derecho Procesal - Parte General y Civil- Comercial
Seminario I del Doctorado en Derecho y Ciencias Sociales (UMSA)

Juez de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.

2.1 Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Tedh)

A) Caso König (sentencia del 28 de junio de 1978). Trató el tema de un profesional de 
la medicina que había sido inhabilitado para ejercer por los tribunales alemanes. Ape-
ló en 1967 y en 1971. Recurrió con posterioridad ante los órganos del Convenio por 
excesiva demora de la justicia alemana y violación del art. 6.1 del Convenio Europeo 
para la protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (Roma: 
4-1-1950), que contempla el derecho de toda persona a que su causa sea oída equitati-
va y públicamente y que la sentencia sea pronunciada dentro de un plazo establecido 
por la ley. El TEDH hizo lugar al reclamo considerando que los tribunales alemanes 
suspendieron la causa sin justifi cativo atendible durante 21 meses.

B) Caso “Zimerman y Steiner” (sentencia del 13 de julio de 1983). Se trató la causa 
de dos ciudadanos suizos que alquilaron sendos departamentos en las inmediaciones 
del aeropuerto de Zürich y que reclamaron una indemnización por polución auditiva y 
respiratoria. El reclamo se inició en agosto de 1975 y la Comisión Federal de Valora-
ción lo rechazó en octubre de 1976. En abril de 1977 recurrieron ante el Tribunal Sui-
zo. Pidieron pronto despacho en septiembre de 1978, marzo de 1979 y junio de 1980. 
La sala I del referido tribunal, con las pertinentes disculpas por la tardanza al 15 de 
octubre de 1980 desestimó el recurso. Los peticionarios reclamaron ante la Comisión 
que los tres años largos transcurridos en la justicia suiza no podían ser considerados 
como “plazo razonable”. Aquélla resolvió por unanimidad que se había violado el art. 
6.1. el 9 de marzo de 1982. El TEDH, en julio de 1983, estableció la responsabilidad 
del Estado Suizo por considerar que: 1) no había “complejidad del litigio”; 2) que no 
existió retardo en la “conducta de los demandantes” y sí en el de las autoridades judi-
ciales suizas y 3) lo que “arriesgaban y ponían en juego los accionantes”. 

2.2 Tribunal Constitucional Español 

“Recurso de amparo interpuestocontra la Universidad Complutense”. Ésta no remitió 
en tiempo un expediente. La Sala II Cont. Adm. de la Audiencia territorial de Madrid 
demoró más de un año en despacharlo, lesionando al pretendiente (ABC) en su dere-
cho constitucional de obtener una tutela efectiva de los jueces (art. 24.1 de la C.E. que 
preceptúa que la jurisdicción debe prestarse en plazo razonable, y el art. 24.2 de la 
C.E. lo reafi rma al consagrar un proceso público sin dilaciones indebidas y consideró 
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que no existía complejidad justifi cadora del retraso judicial ni demora de la parte (art. 
6.1. del Convenio Europeo).

2.3 Corte Interamericana de Derechos Humanos (C.I.D.H.)

Constituyen normas rectoras en el tema del “plazo razonable” los arts. 8.1 y 25.1 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica 
de julio de 1978) que afi rman “el derecho de las personas a ser oídas, con las garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente...” y el de acceder 
“a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
tribunales competentes que lo amparen contra actos de la autoridad que violen, en 
perjuicio suyo, algunos de los derechos fundamentales consagrados constitucional-
mente”.

2.3.1. Caso Cantos, José María, del 28 De Noviembre de 2002 

En 1972, el actor planteó diversas acciones, denuncias penales y reclamos administra-
tivos, en virtud de que Rentas de la Provincia de Santiago del Estero secuestró –por 
presunta infracción a la ley de sellos– la totalidad de la documentación contable y 
numerosa cantidad de títulos valores, sin practicar inventario, lo que provocó serios 
perjuicios al actor. Éste, en 1982, llegó a un acuerdo con esa provincia, quien recono-
ció una indemnización pero incumplió su pago. Demandada la provincia y el Estado 
Nacional en 1986, la Procuración del Tesoro autorizó un acuerdo transaccional con el 
Ministerio del Interior ante la Corte en 1993, éste la intimó a pagar una tasa judicial 
de 83 millones de pesos, bajo pena de multa. En 1996, la CSJN rechazó la demanda 
y le impuso las costas al Sr. Cantos por 145 millones. En 1997, la Corte lo inhabilitó 
para ejercer el comercio después de 24 años de proceso y le trabó embargo por los 
honorarios regulados en el proceso. En mayo de 1996, Cantos denunció ante la CIDH 
la violación de sus derechos de propiedad y de acceso a la justicia. El 28 de septiembre 
de 2002, la CIDH condenó a la República Argentina por violación del derecho de ac-
ceso a la justicia, decidiendo que el Estado argentino debe abstenerse de cobrar la tasa 
de justicia y la multa por falta de pago; fi jar un monto razonable por los honorarios: 
asumir el pago de los honorarios y las costas de los peritos y abogados del Estado y 
de la Provincia de Santiago del Estero; levantar los embargos, inhibición e inhabili-
tación sobre Cantos y pagar los gastos del proceso internacional ante la CIDH a los 
representantes de la víctima por U$S 15.000. Sin embargo, consideró que la conducta 
procesal de Cantos,  desde diciembre de 1989 hasta febrero de 1995, contribuyó por 
su inactividad a prolongar indebidamente la duración del pleito, por lo cual no existió 
violación del derecho a obtener justicia en un plazo razonable. El 21 de agosto de 
2003, por Resolución 1404/2003 (cf. LL, ejemplar del día 16/9/03) tras las presenta-
ción efectuada por el Procurador del Tesoro de la Nación, a fi n de que la CSJN instru-
mente el cumplimiento de la sentencia de la CIDH, el Tribunal cimero, por mayoría, 
declina la intervención requerida por considerar, entre otros argumentos, la posible 
infracción de cláusulas de raigambre constitucional cuya titularidad corresponde a 
los profesionales intervinientes, quienes no fueron parte en el proceso desarrollado 
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en instancia internacional, lo que llevaría a la inicua y paradójica situación de hacer 
incurrir al Estado Argentino en responsabilidad internacional por afectar garantías y 
derechos reconocidos, precisamente, en el instrumento cuyo acatamiento se invoca. 

2.4 Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina 

Por normas rectoras en nuestro derecho el propósito preambular constitucional de 
“afi anzar la justicia” y el art. 18 de la Ley Fundamental, 8° del Pacto de San José de 
Costa Rica y 6° del Tratado de Roma, además de los ya referidos artículos 34, inc. 
5, ap. e) y 36, inc. 1 del CPCCN. El Alto Tribunal reconoció el peso de la dimensión 
temporal en las causas sometidas a su conocimiento (FALLOS: 300-1102). Consideró 
asimismo, que la buena marcha de las instituciones compromete el sentido de una 
correcta administración de justicia, por lo que debe procurarse una rápida y efi caz de-
cisión judicial (FALLOS: 256-941). Reafi rmó, también, que la garantía de la defensa 
en juicio no se compadece con la posibilidad de que las sentencias dilaten sin más 
término la decisión de las cuestiones sometidas a los jueces y restringen con igual 
latitud la libre disposición del patrimonio (FALLOS: 269-131) 5.

3. Test De Efi cacia Judicial de la Cidh

Siguiendo en la ponderación del plazo razonable a la Corte Europea de Derechos 
Humanos, la Corte de Costa Rica adoptó el siguiente test para examinar las irregula-
ridades temporales en el trámite de los recursos: 

a) la “complejidad del asunto”. Resulta obvio, que debe tenerse en cuenta además el 
número de fojas, cuerpos, anexos, circunstancias de la causa. La CIDH exige, por otra 
parte, que el Estado explique y pruebe los extremos que lo llevaron a demorar más 
tiempo del razonable para arribar a la decisión de fondo.
b) la “actividad procesal del interesado”. Ésta debe ser diligente, activa, carente de 
maniobras dilatorias, instrumentando sólo los actos procesales necesarios y en actitud 
solidaria con el Tribunal.
c) la “conducta de las autoridades competentes”. Ésta debe ajustarse a los tiempos 
contemplados en las normas adjetivas y sustantivas, en su caso, para determinar si 
hubo o no transgresión del plazo razonable, sin considerar como atenuante la sobre-
carga de trabajo de los tribunales o las habituales falencias humanas o técnicas.

4. Conclusión

De lo expuesto, se extrae que el proceso civil debe fi nalizar en un plazo razonable, sin 
desmedro que el pronunciamiento que en defi nitiva recaiga, se ajuste a derecho, sea 
debidamente fundado y equitativo. Es que, como lo recuerda Berizonce, remitiendo 
a inveterada doctrina de la Corte Federal “hacer justicia, misión específi ca de los ma-
gistrados, no importa otra cosa que la recta determinación de lo justo en concreto” 6, 
agregando de mi cuño, y que la decisión jurisdiccional arribe cuando verdaderamente 
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importe. 
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